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RESUMEN
Se absuelven las siguientes interrogan-
tes: ¿si sería un requisito previo para 
demandar las notificaciones de invitación 
para las conciliaciones?, ¿si coinciden los 
hechos de la demanda y los de la acta de 
conciliación aunque el petitorio difiera se 
cumpliría el requisito de procedibilidad?, 
entre otros.
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The following questions are absolved:  
Would be the notifications of invitation to 
conciliations a pre requirement to sue? If 
the facts of the law suit and those of the 
conciliation agreement act coincide, even if 
the petition differs, would the procedural 
requirement be met? among others.
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COMENTARIO DE JURISPRUDENCIA

“Por aquel entonces, un sábado en que Jesús cruzaba por los sembrados, sus discípulos sintieron hambre y se pusieron 
a arrancar espigas y a comerlas. Al verlo los fariseos, le dijeron: “Mira, tus discípulos hacen lo que no es lícito hacer en 
sábado”. Pero él les respondió: “¿No habéis leído lo que hizo David cuando sintieron hambre él y los que lo acompañaban, 
cómo entró en la casa de Dios y comieron los panes de la presencia, que no le era lícito comer a él ni a sus compañeros, 
sino solo a los sacerdotes? ¿Tampoco habéis leído en la ley que en día de sábado los sacerdotes, en el Templo, quebrantan 
el sábado sin incurrir en culpa? Pues yo os digo que hay aquí algo mayor que el Templo. Si hubieseis comprendido lo 
que significa, no condenaríais a los que no han incurrido en culpa. Porque el hijo del hombre es señor del sábado”.
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1.	 Introducción

Muchas veces se imputa a la legis-
lación sobre conciliación extrajudicial 
el ser una fuente de entorpecimiento 
y dilación del trámite de los procesos 
judiciales. Sin embargo, en realidad, 
ello se debe a los argumentos de defensa 
que utilizan algunos abogados, distor-
sionando el sentido de las normas de 
la Ley de Conciliación, las cuales son 
inexplicablemente acogidos por algunos 
jueces. Ya sea que se trate de ignorancia 
o malicia del abogado, o de ignorancia 
o malicia del juez, en ambos, casos la 
conciliación extrajudicial y la justicia 
ordinaria quedan mal parados.

En el caso bajo comento, un error 
garrafal en la interpretación de la Ley 
de Conciliación N.° 26872 por parte 
del juez especializado, al momento de 
resolver una excepción, y confirmado 
por la Sala Civil Superior al resolver el 
recurso de apelación, estuvo a punto de 
consumar una injusticia. No obstante, 
la Corte Suprema al resolver el recurso 
de casación puso las cosas en su sitio, 
como veremos a continuación.

2.	 El caso

2.1.	Escrito de demanda

Isaías Carlos Romero Gutiérrez 
interpone demanda de desalojo por 
ocupación precaria contra María Luisa 
Pancorbo Echea. Sostiene que: i) es 
propietario registral del inmueble; ii) 
lo adquirió mediante escritura pública 
de compra venta, inscrita en Registros 

Públicos, y iii) Ha requerido a la de-
mandada la restitución del inmueble 
vía invitación a conciliar; sin embargo, 
esta no ha asistido a la audiencia en dos 
oportunidades.

[…] en nuestro ordenamiento proce-
sal no existe la excepción de falta de 
interés para obrar, lo que no es óbice 
para que el juez analice el tema del 
interés para obrar en la etapa del sa-
neamiento procesal. Sin embargo, en 
el caso bajo análisis, el juez y la Sala 
Superior ampararon una excepción 
de falta de interés para obrar, cuan-
do lo correcto bajo su línea de pensa-
miento, hubiese sido que declararan 
nulo lo actuado y concluido el proce-
so en virtud de la facultad conferida 
por el artículo 465, inciso 2 del Códi-
go Procesal Civil.

IMPORTANTE

2.2.	Escrito de excepciones y contestación

María Luisa Pancorbo Echea dedu-
ce las excepciones de falta de legitimidad 
para obrar activa y pasiva y de oscuridad 
o ambigüedad en el modo de proponer 
la demanda. Los fundamentos de las 
excepciones son los siguientes: i) en el 
acta de conciliación no se hace ninguna 
referencia a la pretensión de desalojo 
por precario; ii) la falta de conciliación 
extrajudicial respecto a la pretensión 
formulada hace que el actor no haya 
recurrido a la vía previa, y iii) no se ha 
acreditado que la demandada se encuen-
tre en posesión del inmueble.

Jaime David Abanto Torres
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Contesta la demanda señalando 
que: i) reconoce al demandante como 
propietario del inmueble; ii) señala que 
es propietaria del predio colindante, 
no resultando viable la pretensión de 
desalojo, por cuanto solo se encuentra 
en posesión de su terreno, y iii) agrega 
que tiene una sentencia favorable con 
calidad de firme, sobre rectificación de 
aéreas y linderos de su propiedad con el 
anterior propietario.

2.3.	Auto de primera instancia

En la audiencia única, el Segundo 
Juzgado Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Cusco emitió la resolución 
número siete de fecha 8 de enero del 
2014, la cual declara fundada la excep-
ción de falta de interés para obrar del 
demandante y anula todo lo actuado, in-
cluyendo la admisión de la demanda; en 
consecuencia, improcedente la demanda 
por estar dentro de la causal establecida 
en el numeral 2 del artículo 427 del Có-
digo Procesal Civil. El juzgado consideró 
que: i) en cuanto a la falta de legitimidad 
para obrar activa, se tiene que en esencia 
se pretende cuestionar la inexistencia del 
requisito de procedibilidad previsto en 
el artículo 6 de la Ley de Conciliación, 
Ley N.° 26872, referida a la falta de 
interés para obrar; ii) en el acta no se ha 
planteado la conciliación para un futuro 
proceso de desalojo por precario, sino 
más bien, se ha planteado la restitución 
del inmueble como consecuencia de la 
determinación de un mejor derecho 
de propiedad, y iii) el actor incurre en 
la causal de improcedencia prevista en 

el artículo 427, numeral 2 del Código 
Procesal Civil.

2.4.	Recurso de apelación

Isaías Carlos Romero Gutiérrez 
interpone recurso de apelación expre-
sando como agravios lo siguiente: i) 
el juez no ha tenido en cuenta que la 
conciliación no constituye un acto ju-
risdiccional; además, el procedimiento 
conciliatorio se da por concluido con la 
inasistencia de una de las partes a dos 
sesiones, debiendo señalarse en el acta 
conciliatoria, lo cual ocurrió en el caso 
de autos, de acuerdo con lo previsto en 
los artículos 15 y 16 de la Ley de Con-
ciliación N.° 26872, y ii) señala que se 
le está limitando el derecho a recurrir al 
órgano jurisdiccional, a pesar de haber 
cumplido con el requisito previo de la 
invitación a conciliar.

2.5.	Auto de segunda instancia

La Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia emitió el auto de vista de fecha 
29 de setiembre del 2014 confirmando 
la apelada que declara fundada la ex-
cepción de falta de interés para obrar 
del demandante; asimismo, nulo todo 
lo actuado, incluyendo la admisión de 
la demanda; en consecuencia, improce-
dente la demanda por estar dentro de 
la causal establecida en el numeral 2 del 
artículo 427 del Código Procesal Civil.

Fundamenta su decisión en lo si-
guiente: i) en el ítem “descripción de las 
controversias”, sobre las que se pretende 
conciliar, no se considera petición com-

La controversia del procedimiento ...
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patible a la demanda de autos, en tanto 
se invita a conciliar al demandado sobre 
la restitución del bien derivado de la 
determinación de un mejor derecho de 
propiedad, y ii) el agravio referido a que 
el acto conciliatorio se da por concluido 
por la inasistencia de una de las partes a 
dos sesiones que no produce convicción 
para revocar la apelada, más aún si se 
tiene en cuenta como declaración asimi-
lada lo manifestado por la demandada 
en su escrito a folios cincuenta y uno, 
respecto a que no tuvo conocimiento de 
las sesiones de conciliación y verificados 
los actuados no obra constancia alguna 
de dicha notificación.

2.6.	Recurso de casación

Katerine Mestas Quispe interpone 
recurso de casación contra el auto de 
vista que fue declarado procedente por 
las siguientes causales:
i)	 Infracción normativa de los artículos 

16 y 16-A de la Ley de Conciliación, 
Ley N.° 26872. Sostiene que la Sala 
Superior en el segundo consideran-
do de la recurrida afirma que el juez 
declara improcedente la demanda 
por falta manifiesta de interés para 
obrar, en razón a que el actor no 
concurrió previo a formular deman-
da a la audiencia respectiva ante un 
centro de conciliación; sin embargo, 
en el caso de autos, no se ha omitido 
dicha invitación, lo cual se acredita 
con el acta a folios doce. Alega que 
el artículo 15 de la Ley de Conci-
liación, Ley N.° 26872, prescribe en 
su literal d) que se da por concluido 

el procedimiento conciliatorio por 
inasistencia de una de las partes a 
dos sesiones, lo cual ha ocurrido, 
firmándose al final el acta respectiva. 
Refiere que el acta es un documento 
que expresa la manifestación de vo-
luntad de las partes en conciliación 
extrajudicial y que dicho contenido 
solo podrá ser declarado nulo en vía 
de acción y por sentencia judicial, de 
acuerdo con los artículos 16 y 16-A 
de la norma acotada.

3.	 Los fundamentos de la Corte Supre-
ma

En el fundamento 4.2, la corte 
glosa los artículos 6, 15, 16 y 16-A 
de la Ley de Conciliación N.° 26872, 
señalando que el acta de conciliación 
es el documento que expresa la 
manifestación de voluntad de las partes 
en la conciliación extrajudicial. El acta 
debe contener necesariamente una de las 
formas de conclusión del procedimiento 
conciliatorio que consisten en: a) acuer-
do total de las partes; b) acuerdo parcial 
de las partes; c) falta de acuerdo entre 
las partes; d) inasistencia de una parte a 
dos sesiones; entre otras. Asimismo, ante 
la falta de intento conciliatorio, el juez 
competente al momento de calificar la 
demanda la declarará improcedente por 
falta de interés para obrar. Finalmente, el 
acto jurídico contenido en el acta con-
ciliatoria solo podrá ser declarado nulo 
en vía de acción por sentencia emitida 
en proceso judicial.

Jaime David Abanto Torres
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A continuación, en el fundamento 
4.3, la Corte Suprema resume la con-
troversia materia del proceso. Por un 
lado, el demandante pretende que se 
desocupe y restituya el inmueble materia 
de litis, atribuyéndose para tal efecto ser 
el propietario registral en mérito a la 
escritura pública de contrato de com-
praventa inscrita en Registros Públicos. 
Por otro lado, la demandada argumenta 
principalmente que en el acta de conci-
liación no se hace ninguna referencia a la 
pretensión de desalojo por precario, por 
tanto, el demandante no ha cumplido 
con el requisito previo de la invitación 
a conciliar para interponer la presente 
demanda.

En el fundamento 4.4 la Corte 
Suprema advierte que en concreto el 
foco litigioso consiste en dilucidar si 
el demandante ha cumplido o no con 
el requisito previo de la invitación a 
conciliar a la parte demandada ante un 
Centro de Conciliación Extrajudicial; 
además, debe determinarse si la pre-
tensión controvertida señalada en el 
acta conciliatoria como “restitución del 
inmueble” da cumplimiento a la referida 
exigencia legal.

En el fundamento 4.5 la Corte 
Suprema analiza el Acta de Conciliación 
anexa a la demanda en la que se dejó 
constancia que: a) las partes invitadas, 
doña Adriana Vargas Pimentel y doña 
María Luisa Pancorbo Echea, a pesar 
de haber sido invitadas en dos oportu-
nidades a la Audiencia de Conciliación, 
no concurrieron a ninguna de ellas, y b) 

la asistencia de la parte solicitante don 
Isaías Carlos Romero Gutiérrez.

[…] si en la solicitud de conciliación 
se empleó el término restitución, que 
conforme al artículo 585 del Código 
Procesal Civil es el objeto de desalo-
jo, no cabe duda que la demanda de 
desalojo por ocupación precaria de A 
debe ser admitida a trámite, pasar sin 
problemas el saneamiento procesal y 
oportunamente ser materia de pro-
nunciamiento en una sentencia. En la 
misma línea de pensamiento, ningún 
cuestionamiento al acta de concilia-
ción del caso bajo comento debió ser 
amparado en la etapa del saneamien-
to procesal.

IMPORTANTE

Continuando con el análisis del 
acta de conciliación, en el fundamento 
4.6, se advierte que en el acta de con-
ciliación se señala la descripción de las 
controversias sobre las que el solicitante 
pretendía conciliar: a) restitución del 
inmueble de su propiedad; b) se deter-
mine el mejor derecho de propiedad, en 
caso de presentarse títulos por el mismo 
inmueble; c) Se rectifique y determine 
las verdaderas áreas y linderos de los 
inmuebles colindantes con el recurrente; 
y d) Se le indemnice por la ocupación 
indebida del inmueble de su propiedad 
durante más de diez años.

En el fundamento 4.7. la Corte 
Suprema glosa los fundamentos del auto 
de primera instancia y del auto de vista, 
señalando que el juez sostiene que en el 

La controversia del procedimiento ...

ISSN 2313-4828 (impresa) • ISSN 2415-2277 (en línea)
Número 36 • Junio 2017 • pp. 19-30



24 Instituto Pacífico

Actualidad

Civil Especial del mes

acta de conciliación no se ha planteado 
la conciliación para un futuro proceso 
de desalojo, sino más bien, se ha plan-
teado la restitución del inmueble como 
consecuencia de la determinación de un 
mejor derecho de propiedad. De otro 
lado, la Sala Civil Superior señala que 
no se acredita en autos la comunicación 
a la parte invitada para que asista a las 
audiencias de conciliación.

Cuando los jueces calificamos las de-
mandas que versan sobre derechos 
disponibles, analizamos el acta de 
conciliación y la solicitud anexa a la 
misma. En el caso bajo análisis, con-
sideramos que el error del juez y de 
la Sala Superior se debió a que, incu-
rriendo en un excesivo formalismo, 
consideraron el término “controver-
sia” como sinónimo de “pretensión”. 
En otras palabras, que la descripción 
de las controversias debe coincidir 
con el petitorio de la demanda. Si ex-
tendemos la controversia a los hechos 
que dieron lugar al conflicto, llegare-
mos a la conclusión de que el acta de 
conciliación cumplía con el requisito 
de procedencia previsto en el artícu-
lo 6 de la Ley de Conciliación.

IMPORTANTE

En el fundamento 4.8 la Corte 
Suprema concluye que las instancias de 
mérito no han interpretado en forma 
adecuada el extremo del acta concilia-
toria referida a la primera pretensión 
conciliable de restitución del inmueble, 
en tanto, el artículo 585 del Código 
Procesal Civil que regula la figura del 

desalojo prescribe que “La restitución 
de un predio se tramita con arreglo a lo 
dispuesto para el proceso sumarísimo 
[…]”, de lo que se desprende que la resti-
tución del bien debe entenderse como la 
entrega de la posesión a consecuencia de 
la ocupación precaria, lo cual constituye 
el objeto del proceso.

En el fundamento 4.9, la Corte Su-
prema advierte que en el acta de conci-
liación también se planteó la pretensión 
autónoma de determinación del mejor 
derecho de propiedad, que debió trami-
tarse como proceso de conocimiento, lo 
cual no ocurrió en el caso bajo análisis.

En el fundamento 4.10, la Corte 
Suprema deja en claro que la acredi-
tación de la comunicación a la parte 
invitada para que asista a las audiencias 
de conciliación, no constituye un requi-
sito de procedibilidad para interponer la 
presente demanda en los términos del 
artículo 6 de la Ley de Conciliación, por 
cuanto, la única exigencia legal es el acta 
de conciliación en la que conste alguno 
de los supuestos de conclusión del pro-
cedimiento conciliatorio, lo cual se ve-
rifica en el acta materia de controversia, 
en tanto esta concluyó por inasistencia 
de la parte emplazada a dos sesiones, 
de conformidad con lo regulado en el 
artículo 15, inciso d) de la norma aco-
tada, debiendo precisarse que el acta de 
conciliación solo puede ser declarado 
nula en la vía de acción por sentencia 
emitida en proceso judicial y no siendo 
ese el caso del presente proceso, debe 
tenerse por cumplido dicho requisito.

Jaime David Abanto Torres
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Finalmente, en el fundamento 4.11 
la Corte Suprema concluye:

Que, de lo antes expuesto se advierte que 
si el actor invitó a conciliar a la emplazada, 
quien no asistió a las dos sesiones realiza-
das, dándose por cumplida la exigencia 
legal prevista en el artículo 15 de la Ley de 
Conciliación, y, además, propuso la resti-
tución del inmueble, tal como lo establece 
el artículo 585 del Código Procesal Civil 
que regula la figura del desalojo por ocupa-
ción precaria, lo cual es objeto del presente 
proceso, resulta evidente que tiene legítimo 
interés para incoar la presente acción; en 
tal sentido, es válido concluir que el acta 
conciliatoria reúne los requisitos previstos 
en el artículo 16 de la Ley de Conciliación.

Fundamentos por los cuales, en 
aplicación del artículo 396 del Código 
Procesal Civil, se amparó el recurso de 
casación, declarándose nulo el auto de 
vista y, actuando en sede de instancia 
se revocó el auto apelado que declara 
fundada la excepción de falta de interés 
para obrar, y anula todo lo actuado, 
incluyendo la admisión de la demanda 
y reformándolo declaró infundada la ex-
cepción, disponiéndose la continuación 
del trámite del proceso según su estado.

4.	 Algunos comentarios

4.1.	Amparo de una excepción inexistente

De la lectura de la ejecutoria, llama 
la atención que el juez haya declarado 
fundada una excepción de falta de in-
terés para obrar del demandante. Pero 
nos sorprende más que la Sala Superior 
haya confirmado dicho extremo de la 
resolución.

Nos explicamos. El artículo 446 del 
Código Procesal Civil regula las únicas 
excepciones proponibles:

Artículo 446. Excepciones proponibles.-
El demandado solo puede proponer las 
siguientes excepciones:
1.	 Incompetencia;
2.	 Incapacidad del demandante o de su 

representante;
3.	 Representación defectuosa o insuficien-

te del demandante o del demandado;
4. 	Oscuridad o ambigüedad en el modo 

de proponer la demanda;
5. 	Falta de agotamiento de la vía adminis-

trativa;
6. 	Falta de legitimidad para obrar del 

demandante o del demandado;
7. 	Litispendencia;
8. 	Cosa juzgada;
9. 	Desistimiento de la pretensión;
10.	Conclusión del proceso por concilia-

ción o transacción;
11.	Caducidad;
12.	Prescripción extintiva; y,
13	Convenio arbitral.

El saneamiento procesal, según 
Monroy Gálvez:

[T]iene por objeto la obtención de una 
declaración judicial previa al inicio de la 
etapa probatoria en la que el órgano juris-
diccional, luego de revisado lo actuado en 
la etapa postulatoria, declara la existencia 
de una relación jurídica procesal válida o, 
alternativamente, precisa el defecto proce-
sal identificado, concediéndole un plazo 
al interesado para que sanee la relación1.

En el saneamiento procesal se revisa 
los presupuestos procesales y las condi-

1	 Monroy Gálvez, Juan, La formación del 
proceso civil peruano. Escritos Reunidos, Lima, 
Comunidad: 2003, p. 188.
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ciones de la acción, de allí que, una de 
las condiciones de la acción es el interés 
para obrar. El interés para obrar es:

[E]sta necesidad de acudir al órgano 
jurisdiccional como único medio capaz 
de procesar y posteriormente declarar 
una decisión respecto del conflicto que 
está viviendo”2 . “En un proceso una 
parte tendrá interés para obrar cuando 
su presencia en el proceso se entienda 
a partir de la imposibilidad jurídica de 
poder solucionar su conflicto de intereses 
de manera distinta a la petición ante el 
órgano jurisdiccional3.

Sin embargo, en nuestro ordena-
miento procesal no existe la excepción 
de falta de interés para obrar, lo que no 
es óbice para que el juez analice el tema 
del interés para obrar en la etapa del 
saneamiento procesal. Sin embargo, 
en el caso bajo análisis, el juez y la Sala 
Superior ampararon una excepción de 
falta de interés para obrar, cuando lo 
correcto bajo su línea de pensamien-
to, hubiese sido que declararan nulo 
lo actuado y concluido el proceso en 
virtud de la facultad conferida por 
el artículo 465, inciso 2 del Código 
Procesal Civil:

Artículo 465. Tramitado el proceso con-
forme a esta SECCIÓN y atendiendo a las 
modificaciones previstas para cada vía pro-
cedimental, el juez, de oficio y aun cuando 
el emplazado haya sido declarado rebelde, 
expedirá resolución declarando: […]
2. La nulidad y consiguiente conclusión 
del proceso por invalidez insubsanable de 
la relación, precisando sus defectos; […]

2	 Ibid., p. 353.
3	 Ibid., p. 354.

4.2.	Desestimación del argumento de 
defensa de la falta de notificación de 
las invitaciones para conciliar

Uno de los argumentos de defensa 
que se utiliza con mucha frecuencia en 
los procesos judiciales es alegar la falta 
de notificación de las invitaciones para 
las audiencias de conciliación del proce-
dimiento conciliatorio. Y, muchas veces, 
con fines dilatorios, se ofrece como 
medio probatorio la exhibición del expe-
diente del procedimiento conciliatorio.

Felizmente la Corte Suprema ad-
vierte que ello no constituye un requisito 
de procedibilidad para interponer la 
presente demanda en los términos del 
artículo 6 de la Ley de Conciliación:

Artículo 6. Falta de intento Conciliatorio.- 
Si la parte demandante, en forma previa a 
interponer su demanda judicial, no solicita 
ni concurre a la Audiencia respectiva ante 
un Centro de Conciliación extrajudicial 
para los fines señalados en el artículo pre-
cedente, el Juez competente al momento 
de calificar la demanda, la declarará im-
procedente por causa de manifiesta falta 
de interés para obrar.

La norma glosada solo exige la 
solicitud y concurrencia a la Audiencia 
de Conciliación extrajudicial, que se 
acredita con la presentación del acta de 
conciliación anexa a la demanda con-
forme a lo exigido por el artículo 425 
numeral 6 del Código Procesal Civil.

La Corte Suprema considera, ade-
más, que el acta de conciliación anexa a 
la demanda contiene la forma de con-
clusión del procedimiento conciliatorio 
prevista en el artículo 15 inciso d) de la 
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Ley de Conciliación. Asimismo, con-
sidera que es válida mientras no exista 
sentencia judicial firme que declare su 
nulidad, por lo que tiene por cumplido 
el requisito de procedibilidad.

Consideramos saludable que la 
Corte Suprema haya desestimado el 
argumento de defensa de la falta de no-
tificación de las invitaciones a conciliar, 
pues ello abonará a la correcta tramita-
ción de los procesos judiciales.

4.3.	La controversia del procedimiento 
conciliatorio y la controversia del 
proceso judicial

Nos parece inaudito que en un 
proceso de desalojo por ocupación pre-
caria, la controversia de restitución de 
un inmueble del acta de conciliación 
no haya sido considerada para tener por 
cumplido el requisito de procedibilidad 
previsto en el artículo 6 de la Ley de 
Conciliación.

Nos explicamos con un caso. Imagi-
nemos que A, en su calidad de propieta-
rio, de un inmueble invita a conciliar a 
B en su calidad de poseedor precario. En 
la solicitud de conciliación se consigna 
como controversia la restitución de un 
inmueble. Concluido el procedimiento 
conciliatorio se suscribe el acta de con-
ciliación correspondiente consignando 
la misma controversia. A presenta una 
demanda de desalojo por ocupación 
precaria contra B, anexando dicha acta 
de conciliación.

Estos casos se presentan con cierta 
frecuencia en la práctica judicial. Si se 

considera controversia como sinónimo 
de pretensión, entonces la demanda 
deberá reproducir las pretensiones que 
se consigna en el acta de conciliación. O, 
dicho en otras palabras, las controversias 
de la solicitud de conciliación deberán 
ser las mismas de la futura demanda.

Sin embargo, no perdamos de vista 
que en los procedimientos conciliatorios 
no es indispensable la presencia de abo-
gados. El artículo 21 del Reglamento de 
la Ley de Conciliación, aprobado por 
Decreto Supremo N.° 014-2008-JUS, 
prescribe:

Artículo 21. Reglas de la Audiencia de 
Conciliación Para la realización de la Au-
diencia de Conciliación deberán observarse 
las siguientes reglas: 1. Las partes pueden 
estar asesoradas por personas de su confianza 
o especialistas que coadyuven en el logro 
de la conciliación. La participación de los 
asesores o especialistas tiene por finalidad 
brindar información especializada a las 
partes a fin de que estas tomen una decisión 
informada y no deberán de interferir en las 
decisiones de las partes ni asumir un rol 
protagónico durante las discusiones que 
se promuevan en la Audiencia de Concilia-
ción […] [El resaltado es nuestro].

Puede darse la posibilidad de que el 
futuro demandante haya presentado la 
solicitud y concurrido a la audiencia de 
conciliación extrajudicial sin el asesora-
miento de un abogado. Asimismo, puede 
darse la posibilidad de que el abogado 
que patrocine en el proceso no sea muy 
experimentado. Consideramos que ello 
no debe perjudicar el trámite del proceso.

Por otro lado, consideramos que 
la solución pasa por tener claros los 
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conceptos. Según el diccionario, una 
controversia es “una discusión de opi-
niones contrapuestas entre dos o más 
personas”. Dicha definición está más 
cerca de lo que entendemos como 
hechos y no como lo que entendemos 
como pretensiones.

Entonces, si el juez advierte en la ca-
lificación de la demanda que los hechos 
de la solicitud y el acta de conciliación 
son los mismos que los hechos expuestos 
en la demanda, queda claro que se ha 
cumplido con la exigencia de someter el 
conflicto al requisito de procedibilidad 
de la conciliación conforme al artículo 
6 de la Ley de Conciliación.

En este orden de ideas, si en la 
solicitud de conciliación se empleó el 
término restitución, que conforme al 
artículo 585 del Código Procesal Civil es 
el objeto de desalojo, no cabe duda que 
la demanda de desalojo por ocupación 
precaria de A debe ser admitida a trámi-
te, pasar sin problemas el saneamiento 
procesal y oportunamente ser materia de 
pronunciamiento en una sentencia. En 
la misma línea de pensamiento, ningún 
cuestionamiento al acta de conciliación 
del caso bajo comento debió ser ampara-
do en la etapa del saneamiento procesal.

En relación con la tutela procesal 
efectiva, el Tribunal Constitucional ha 
señalado lo siguiente:

[…] la tutela judicial efectiva es un derecho 
constitucional de naturaleza procesal en 
virtud del cual toda persona o sujeto jus-
ticiable puede acceder a los órganos juris-
diccionales, independientemente del tipo 

de pretensión formulada y de la eventual 
legitimidad que pueda, o no, acompañarle 
a su petitorio4.

Obviamente, hay dos formas de 
impartir justicia. De una manera for-
malista, rindiendo culto al rito procesal 
y otra manera interpretando adecuada-
mente la norma, respetando el derecho 
a la tutela procesal efectiva. Como en el 
ejemplo evangélico: o consideramos que 
el hombre ha sido hecho para el sábado 
o que el sábado ha sido hecho para el 
hombre. O, dicho en otras palabras, si 
comprendemos que la norma no es un 
fin en sí misma, sino que ha sido dada 
para alcanzar los fines del proceso.

Cuando los jueces calificamos las 
demandas que versan sobre derechos 
disponibles, analizamos el acta de con-
ciliación y la solicitud anexa a la misma. 
En el caso bajo análisis, consideramos 
que el error del juez y de la Sala Supe-
rior se debió a que, incurriendo en un 
excesivo formalismo, consideraron el 
término “controversia” como sinónimo 
de “pretensión”. En otras palabras, que 
la descripción de las controversias debe 
coincidir con el petitorio de la deman-
da. Si extendemos la controversia a los 
hechos que dieron lugar al conflicto, 
llegaremos a la conclusión de que el acta 
de conciliación cumplía con el requisito 
de procedencia previsto en el artículo 6 
de la Ley de Conciliación.

4	 Véase, al respecto la sentencia emitida por 
el Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 763-2005-PA/TC, Lima: 13 de abril del 
2005. Recuperado de <goo.gl/CinQp8>.
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Consideramos que al calificar la 
demanda los jueces deben cuidar de no 
negar tutela procesal efectiva a quienes 
agotaron el intento conciliatorio y no 
les queda más remedio que acudir al 
Poder Judicial.

No perdamos de vista que el artícu-
lo 1 de la Ley de Conciliación declara de 
interés nacional la institucionalización 
y desarrollo de la conciliación como 
mecanismo alternativo de solución de 
conflictos. Los fines altruistas de dicha 
norma no pueden servir de argumento 
para entorpecer la tramitación de los 
procesos civiles.

No resulta razonable ni propor-
cional exigir a un demandante que 
sometió su conflicto a un procedimiento 
conciliatorio, por los mismos hechos y 
controversias de su demanda que inicie 
un nuevo procedimiento conciliatorio 
respecto de una pretensión que ya fue 
materia de un procedimiento conciliato-
rio y, luego de ello, presentar una nueva 
demanda judicial. Admitir la tesis de la 
parte demandada, del juez y de la Sala 
Civil Superior iría en descrédito de la 
conciliación extrajudicial y de la justicia 
ordinaria, que coinciden en sus objetivos 
de propiciar una cultura de paz y lograr 
la paz social con justicia, conforme a los 
artículos 2 de la Ley de Conciliación y 
III del Título Preliminar del Código 
Procesal Civil.

Felizmente en el presente caso, la 
Corte Suprema puso las cosas en su 
sitio, aunque nada compensará a la 
demandante el tiempo perdido en la 

tramitación de sus recursos de apelación 
y casación.

[L]a Ley de Conciliación fue promul-
gada para darle la oportunidad a los 
justiciables de solucionar su conflicto 
sin tener que recurrir al Poder Judi-
cial, pero no fue dictada para entor-
pecer la tramitación de los procesos 
judiciales. Quienes lo hacen son algu-
nos abogados y algunos jueces que se 
lo permiten.

IMPORTANTE

Insistimos, la Ley de Conciliación 
fue promulgada para darle la oportuni-
dad a los justiciables de solucionar su 
conflicto sin tener que recurrir al Poder 
Judicial, pero no fue dictada para en-
torpecer la tramitación de los procesos 
judiciales. Quienes lo hacen son algunos 
abogados y algunos jueces que se lo 
permiten.

Esperamos que estas líneas nos 
permitan tomar conciencia de la impor-
tancia de la correcta interpretación de 
la Ley de Conciliación y de las normas 
del Código Procesal Civil en todos los 
procesos judiciales.

5.	 Conclusiones

•	 Las instancias de mérito incurrieron 
en error al considerar que el acta de 
conciliación no cumplía con el requi-
sito de procedibilidad previsto en el 
artículo 6 de la Ley de Conciliación.

•	 La Corte Suprema acertó al con-
siderar que el acta de conciliación 
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cumplía con el requisito de proce-
dibilidad previsto en el artículo 6 de 
la Ley de Conciliación.

•	 Existe confusión entre los abogados, 
conciliadores y jueces en torno al 
concepto de controversia.

•	 La Ley de Conciliación viene siendo 
materia de interpretaciones erróneas 
para entorpecer el trámite de los 
procesos judiciales.

•	 Los jueces deben interpretar la 
Ley de Conciliación en armonía 

con el derecho a la tutela procesal 
efectiva.

•	 La controversia del procedimiento 
conciliatorio debe coincidir con la 
controversia del proceso judicial y 
no necesariamente con el petitorio 
de la demanda.
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